
 

 

 

Señores:  

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO DE BARRANQUILLA  

Sala de decisión Laboral  

E.          S.        D. 

 
REF.:   ORDINARIO LABORAL  

Rad.:      08001310500420230006201 

Rad interno:                     (74.538-A) 

DTE.:    RAFAEL ANGEL ARIZA SOLANO  
DEMANDADO:    ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES   Y 

OTROS  
 
ASUNTO:   ALEGATOS DE CONCLUSIÓN   

 

MIRNA PATRICIA WILCHES NAVARRO abogado(a) en ejercicio, identificado(a) con la Cédula de 

Ciudadanía número 22.476.798, y portador(a) de la Tarjeta Profesional Número 101.849 del Consejo 

Superior de la Judicatura, actuando en calidad de representante legal de la firma CHAPMAN 

WILCHES S.A.S persona jurídica legalmente constituida e identificada con NIT 802.022.539-1, quien 

a su vez funge como apoderado de ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES, a través de Escritura Pública N° 1703 de fecha 04 de octubre de 2023 otorgada ante 

la Notaría treinta y siete (37) del Circuito de Bogotá, con mí acostumbrado respeto acudo a su 

Despacho para manifestar que, en cumplimiento del citado mandato, SUSTITUYÓ EL PODER 

CONFERIDO al Doctor  ARMANDO JOSE PEÑA TORDECILLA, identificado con Cédula de Ciudadanía 

1.047.390.789 expedida en  Cartagena y Tarjeta Profesional de abogado No. 226.769 del C. S. de la 

J., para que realice las actuaciones necesarias para la defensa judicial de la ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES- COLPENSIONES, Empresa Industrial y Comercial del Estado con 

carácter financiero, en esta oportunidad se procede a descorrer el traslado para alegar de 

conclusión dentro del proceso de la referencia , lo anterior para que se tengan en cuenta al 

momento de proferir sentencia de segunda instancia respecto al recurso de apelación interpuesto 

en contra de la sentencia de primer grado proferida por el juzgado cuarto laboral del circuito de 

barranquilla.  

ANTECEDETES 

1. ALCANCE DEL OBJETO DEL PROBLEMA JURÍDICO:    

En el caso que nos ocupa, lo que se pretende es que se declare la nulidad e ineficacia del traslado al 

régimen de ahorro individual, del señor (a) RAFAEL ANGEL ARIZA SOLANO realizada por la 

administradora de fondo de pensiones y cesantías PORVENIR S.A, acto seguido, pretende el actor 

que se CONDENE a la demandada ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES a efectuar el traslado de régimen de ahorro individual al régimen de prima media 

administrado por esta entidad y en consecuencia a recibir las cotizaciones, rendimientos a los que 

haya lugar con ocasión a la devolución que se realice.  

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA 

El 29 de septiembre de 2023, de manera errada el juzgado cuarto laboral de Barranquilla mediante 

sentencia de primera instancia resolvió Declarar no probadas las excepciones formuladas por las 

partes demandadas y, como consecuencia de lo anterior, declarar la ineficacia del acto del traslado 

de fecha 14 de julio de 1999, realizado por el demandante RAFAEL ANGEL ARIZA SOLANO a 

COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTIAS.  

Condenar a la SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS PORVENIR S.A. 

a la devolución de las cotizaciones, del demandante RAFAEL ANGEL ARIZA SOLANO, en conjunto con 

los rendimientos obtenidos al Régimen de Prima Media con Prestación Definida hoy administrado 



 

 

por la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES, de acuerdo con lo establecido en el artículo 

1746 del Código Civil.  

Autorizar a la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES a recibir las cotizaciones, 

rendimientos a los que haya lugar, con ocasión a la devolución que realice la SOCIEDAD 

ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS PORVENIR S.A.  

Condénese a COLFONDOS S.A. PENSIONES Y CESANTIAS y a la SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE 

FONDOS DE PENSIONES Y CESANTIAS PORVENIR S.A., a devolver a COLPENSIONES las sumas 

percibidas por concepto de gastos de administración, debidamente indexados, por el periodo en 

que el demandante estuvo afiliado a esa administradora, con cargo a sus propios recursos.  

ALEGATOS DE CONCLUSION 

Según lo anteriormente expuesto, me permito manifestar que el problema jurídico en el presente 

proceso no tiene vocación de prosperidad habida cuenta que:  

En el caso concreto, se considera que las pretensiones esbozadas en el escrito de demanda no se 

encuentran llamadas a prosperar por cuanto lo que se discute de manera principal en el proceso de 

la referencia es la nulidad de traslado de régimen pensional que efectúo la parte demandante 

RAFAEL ANGEL ARIZA SOLANO, del Régimen de Prima Media con Prestación Definida al R.A.I.S. -; 

traslado que según las pruebas que obran en el expediente no fue impugnado en su momento y que 

fue convalidado de manera libre y voluntaria por la parte actora al efectuar cotizaciones durante 

años. Lo anterior, de conformidad a lo dispuesto por la Ley 100 de 1993 artículo 13 literal B. 

Sea lo primero indicar, que es la misma parte demandante quien en el escrito de demanda, 

manifiesta haberse trasladado del Régimen de Prima Media con Prestación Definida – R.P.M.D. al 

Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad- R.A.I.S.-, con posterioridad al año 2000. Así mismo, 

se destaca en el caso que nos ocupa que, en relación a dicho traslado, no existe dentro del 

expediente, material probatorio que haga inferir que el mismo estuvo viciado en forma alguna, 

razón por la cual se presume que aquél se efectuó contándose desde un principio, con la decisión 

libre y voluntaria por parte del demandante señor RAFAEL ANGEL ARIZA SOLANO, tal cual lo exige 

la Ley N° 100 de 1993 en su artículo 13 literal B. – De la misma manera, se puede observar en el 

presente proceso, que además de que el traslado se efectuó de manera libre y voluntaria, la 

demandante siempre manifestó su voluntad de permanecer en el Régimen de Ahorro Individual con 

Solidaridad R.A.I.S, pues, a dicha conclusión se puede arribar con posterioridad a la revisión de las 

documentales obrantes en el expediente que hacen constar que una vez diligenciado el respectivo 

formulario de afiliación ante la Administradora de Fondos de Pensiones PORVENIR S.A. . la parte 

demandante procedió a materializar y efectuar aportes al Sistema General de Pensiones en 

cumplimiento de lo dispuesto por parte de la Ley 100 de 1993 en su artículo 13 Literal D. 

En el caso de marras, es necesario traer a colación, lo manifestado por la Corte Constitucional donde 

se estudió la Exequibilidad del artículo 02 de la ley 797 de 2003 pronunciamiento dado en la 

sentencia SU 062-2010, C 10242004 y C625-2007 resultando de este dicho que la limitación e 

imposición consignada en este articulado es totalmente legal, exequible y vigente al imputar la 

imposibilidad de que los afiliados pudieran cambiarse de régimen de pensiones faltando menos de 

10 años para cumplir la edad pensional pues esto garantiza la estabilidad financiera del sistema 

general de pensiones y atestigua por la justicia, solidaridad y equidad de los demás afiliados; 

recordemos que en dicha misiva no solo se estudia lo antes descrito sino también cuales afiliados 

tenían la posibilidad de migrar entre un régimen y otro en cualquier tiempo, requisitos a saber que 

el hoy demandante no cumple; como la edad, toda vez que actualmente tiene 64 años, y las 

semanas, por en su momento cotizó al RPMD 73,57 semanas cotizadas aproximadamente, por ello 

traigo a este escrito lo siguiente; “La anterior normativa prescribía que los afiliados al sistema de 

seguridad social en pensiones sólo podían trasladarse de régimen por una sola vez cada tres años, 

contados a partir de la selección inicial. El artículo 2 de la ley 797 de 2003 modificó la disposición 



 

 

mencionada y aumentó el período que deben esperar los afiliados para cambiarse de régimen 

pensional a cinco años. Además, incluyó una prohibición: el afiliado no podrá trasladarse cuando le 

falten diez años o menos para cumplir la edad para tener derecho a la pensión de vejez. Prohibición 

que empezó a regir un año después de la entrada en vigencia de la ley 797 de 2003.” 

Como se puede ver, la modificación no se refiere específicamente al caso de las personas cobijadas 

por el régimen de transición, pero, indirectamente, regula su situación pues ni ellos ni los demás 

afiliados podrán trasladarse de régimen cuando les falten 10 años o menos para cumplir edad que 

requieren para adquirir la pensión de vejez.” Referente a los actos que materializan la voluntad de 

un afiliado acerca de permanecer en determinado régimen pensional, la Sala de Casación Laboral 

de la Honorable Corte Suprema de Justicia emitió pronunciamiento en los siguientes términos en 

sentencia de fecha febrero 21 de 2018 radicación N° 52704 M.P Dra. Clara Cecilia Dueñas: 

“Como puede advertirse, en estas hipótesis se le ha dado un lugar preeminente a la realización de 

cotizaciones (afiliación tácita) o al cese de ellas (desafiliación tácita) como un claro reflejo de la 

intención del trabajador, más allá de la existencia del acto formal del diligenciamiento y entrega del 

formulario de vinculación o reporte de retiro. Por esta misma razón, en casos como el presente, 

donde se discute la materialización del acto jurídico de la afiliación o traslado, es relevante tener en 

cuenta los aportes al sistema, no como un requisito ad substantiam actus de la afiliación, como lo 

sostuvo el Tribunal, sino como una señal nítida de la voluntad del trabajador cuando existen dudas 

razonables sobre su genuino deseo de cambiarse de régimen. 

Desde luego que, para la tesis que ahora sostiene la Sala, la presencia o no de cotizaciones 

consistente con el formato de vinculación no es la única expresión de esa voluntad, pueden existir 

otras, tales como las solicitudes de información de saldos, actualización de datos, asignación y 

cambio de claves, por mencionar algunos actos de relacionamiento con la entidad que pueden 

denotar el compromiso serio de pertenecer a ella. Lo importante es que exista correspondencia 

entre voluntad y acción, es decir, que la realidad sea un reflejo de lo que aparece firmado, de modo 

tal que no quede duda del deseo del trabajador de pertenecer a un régimen pensional 

determinado”. 

De conformidad a lo expuesto, resulta claro que la parte demandante siempre tuvo la intención de 

permanecer vinculada al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad - R.A.I.S. – y ello es así, 

tanto que teniendo la oportunidad de cambiar de régimen pensional y solicitar traslado al Régimen 

de Prima Media con Prestación Definida, optó por seguir voluntariamente efectuando aportes ante 

la A.F.P. PORVENIR, hasta la fecha presente, lo que demuestra su interés por permanecer en dicho 

régimen, esto es, el de Ahorro Individual con Solidaridad. 

Como quiera que, la parte demandante, no logra acreditar con las documentales obrantes en el 

expediente, que su consentimiento hubiere sido viciado en los términos del artículo 1508 del Código 

Civil Colombiano, a través del error, la fuerza o el dolo, se considera que la nulidad de traslado de 

régimen pensional solicitada no se encuentra llamada a prosperar y, por ende, no se debe proponer 

fórmula conciliatoria alguna. 

Aunado a lo anterior, se debe partir de que el traslado de régimen pensional pretendido no resulta 

procedente, por cuanto el mismo persigue como fin que sea la Administradora Colombiana de 

Pensiones – COLPENSIONES-, la encargada de reconocer a la parte actora la pensión de vejez, que 

en parte sería subsidiada con aportes del Estado, lo que a su vez conllevaría a la afectación del 

principio de la sostenibilidad financiera del sistema pensional consagrado en el artículo 48 de la 

Constitución Política de Colombia. 

Así mismo, se considera que, las pretensiones de la demanda no se encontrarían llamadas a 

prosperar en el entendido que, dentro de la Litis, existen fuertes razones jurídicas que, podrían 

conllevar al operador judicial a eventualmente declarar probadas las excepciones de mérito 



 

 

identificadas como “INOPONIBILIDAD DE LA RESPONSABILIDAD DE LA AFP ANTE COLPENSIONES, EN 

CASOS DE INEFICACIA DE TRASLADO DE RÉGIMEN” bajo el siguiente argumento: 

La ineficacia o nulidad, resultaría inoponible frente a terceros de buena fe como en este caso la 

Administradora Colombiana de Pensiones – COLPENSIONES-, a la par que, la figura de la 

inoponibilidad constituye un mecanismo protector del derecho a la seguridad jurídica, que en el caso 

de COLPENSIONES se consolida por el tiempo en que aquellos afiliados permanecieron en el RAIS, 

aunado a que la seguridad jurídica que se deriva de la inoponibilidad pretende proteger intereses 

patrimoniales de terceros, que en este caso, tienen alcance frente al principio de sostenibilidad 

financiera del sistema y planeación de la reserva pensional. 

Precisamente, en torno al principio de sostenibilidad financiera del sistema pensional, se considera 

encontrarse llamada a prosperar la excepción de mérito identificada como “INOBSERVANCIA DEL 

EQUILIBRIO FINANCIERO DEL SISTEMA GENERAL DE PENSIONES”, acorde a los fundamentos que, a 

continuación, se esgrimen: 

En desarrollo de los fines esenciales del Estado Colombiano, las instituciones que lo conforman 

deben propender hacia la salvaguarda de los principios y valores constitucionales conforme a lo 

dispuesto en la Carta Política, la Ley y los Convenios Internacionales suscritos por aquel. 

El Artículo 48 de la Constitución Política, adicionado por el artículo 1 del Acto Legislativo 01 de 2005, 

señala: “El Estado garantizará los derechos, la sostenibilidad financiera del Sistema Pensional, 

respetará los derechos adquiridos con arreglo a la ley y asumirá el pago de la deuda pensional que 

de acuerdo con la ley esté a su cargo. Las leyes en materia pensional que se expidan con 

posterioridad a la entrada en vigencia de este acto legislativo, deberán asegurar la sostenibilidad 

financiera de lo establecido en ellas.” 

Por consiguiente, el artículo 48 de la Constitución Política, estableció dos dimensiones de la 

seguridad social; por un lado, la concibió como un derecho constitucional fundamental; y, por el 

otro, como un servicio público de carácter obligatorio el cual se debe prestar bajo la dirección, 

coordinación y control del Estado, en aras a la materialización de los principios de eficiencia, 

universalidad y solidaridad, entre otros El artículo 334 de la Constitución Política, señala que “La 

sostenibilidad fiscal debe orientar a las Ramas y Órganos del Poder Público, dentro de sus 

competencias, en un marco de colaboración armónica”, en ese orden de ideas, es necesario que, 

dando prevalencia al interés general sobre el particular, se tomen las medidas pertinentes en 

búsqueda de la protección de los recursos que soportan el sistema pensional, conforme a los 

principios que rigen la Constitución Política, en la medida que el derecho a la seguridad social se 

encuentra atado al principio de sostenibilidad fiscal y estabilidad financiera del Estado. 

En consecuencia, la declaración injustificada de ineficacia del traslado de un afiliado del RPM a RAIS 

afecta la sostenibilidad financiera del Sistema General de Pensiones, y pone en peligro el derecho 

fundamental a la seguridad social de los demás afiliados. Así lo reconoció la Corte Constitucional 

en la sentencia T-489 de 2010 donde señaló: 

“Existe plena libertad para que los afiliados se inscriban en cualquiera de los dos regímenes y para 

trasladarse del uno al otro. La única restricción acatada por la jurisprudencia constitucional, que se 

desprende del artículo 48 de la Constitución Nacional en el cual está sólidamente afincada, obliga al 

Estado a “garantizar la sostenibilidad financiera delsistema pensional”. En virtud de esta disposición 

se explica la presencia de los incisos 4º y 5º del artículo 36 cuando establecen como excepción que: 

“Lo dispuesto en el presente artículo para las personas que al momento de entrar en vigencia el 

régimen tengan treinta y cinco (35) o más años de edad si son mujeres o cuarenta (40) o más años 

de edad si son hombres, no será aplicable cuando estas personas voluntariamente se acojan al 

régimen de ahorro individual con solidaridad, caso en el cual se sujetarán a todas las condiciones 

previstas para dicho régimen. Tampoco será aplicable para quienes habiendo escogido el régimen 

de ahorro individual con solidaridad decidan cambiarse al de prima media con prestación definida. 



 

 

Restricción que, como se vio, persigue evitar el detrimento económico a que, en particular, se ve 

sujeto el régimen de prima media. (…) Además, en estas condiciones por razones de equidad, para 

que no se beneficie de un fondo constituido por aportes de otras personas, y al cual ella misma no 

ha aportado la totalidad de las cotizaciones requeridas, entonces, se le negará su traslado al mismo. 

Pero especialmente se encuentra esta Sala de la Corte ante las serias motivaciones establecidas por 

la jurisprudencia constitucional (sentencias C-1024-04 y C-789-02), asentadas sobre la sólida base 

del inciso 7º del artículo 48 de la Carta Suprema donde se ordena al Estado “garantizar…la 

sostenibilidad financiera del sistema pensional…”. Motivaciones que se verían afectadas, si se 

concediera a la actora, contrariando elementales criterios de equidad, su traslado del Régimen de 

Ahorro Individual con Solidaridad – RAIS - al de Prima Media con Prestación Definida.” 

De acuerdo a lo anterior me permito con todo respeto realizar la presente: 

En esos términos, se dejan sentados los argumentos de defensa de la Administradora Colombiana 

de Pensiones, Colpensiones, solicitando a este H. cuerpo colegiado se sirva REVOCAR la sentencia 

de las pretensiones concedidas por el Juzgado 004 Laboral del Circuito de Barranquilla. 

 

De la Honorable sala   

 

 

ARMANDO JOSE PEÑA TORDECILLA 

C.C. No. 1.047.390.789 de Cartagena 
T.P. No. 226.769 del C.S. de la J. 
Apoderado Sustituto Colpensiones adscrito a la firma CHAPMAN WILCHES SAS 
 
 
 
 

 

 



 

 

 

Señores:  

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO DE BARRANQUILLA  

Sala de decisión Laboral  

E.          S.        D. 

 
REF.:   ORDINARIO LABORAL  

Rad.:      08001310500420230006201 

Rad interno:                    (74.538-A)  

DTE.:    RAFAEL ANGEL ARIZA SOLANO  
DEMANDADO:    ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES   Y 

OTROS  
 

ASUNTO:   SUSTITUCIÓN PODER 

 

MIRNA PATRICIA WILCHES NAVARRO abogado(a) en ejercicio, identificado(a) con la Cédula de 

Ciudadanía número 22.476.798, y portador(a) de la Tarjeta Profesional Número 101.849 del Consejo 

Superior de la Judicatura, actuando en calidad de representante legal de la firma CHAPMAN 

WILCHES S.A.S persona jurídica legalmente constituida e identificada con NIT 802.022.539-1, quien 

a su vez funge como apoderado de ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – 

COLPENSIONES, a través de Escritura Pública N° 1703 de fecha 04 de octubre de 2023 otorgada ante 

la Notaría treinta y siete (37) del Circuito de Bogotá, con mí acostumbrado respeto acudo a su 

Despacho para manifestar que, en cumplimiento del citado mandato, SUSTITUYÓ EL PODER 

CONFERIDO al Doctor  ARMANDO JOSE PEÑA TORDECILLA, identificado con Cédula de Ciudadanía 

1.047.390.789 expedida en  Cartagena y Tarjeta Profesional de abogado No. 226.769 del C. S. de la 

J., para que realice las actuaciones necesarias para la defensa judicial de la ADMINISTRADORA 

COLOMBIANA DE PENSIONES- COLPENSIONES, Empresa Industrial y Comercial del Estado con 

carácter financiero. 

El abogado Sustituto queda investido de las mismas facultades otorgadas en el mandato principal 

conforme a los artículos 74 y 77 del Código General del Proceso, y en los términos del poder 

conferido al suscrito. 

Sírvase a reconocer personería al Abogado SUSTITUTO en la forma y términos conferidos en este 

mandato. 

Atentamente,  

 

MIRNA WILCHES NAVARRO 
C.C. No. 22.476.798 
T.P. No. 101.849 C.S. de la J. 
Representante Legal Chapman Wilches S.A.S  
 
 
 
 

 
 

 

 
ARMANDO JOSE PEÑA TORDECILLA 

C.C. No. 1.047.390.789 de Cartagena 
T.P. No. 226.769 del C.S. de la J. 
Apoderado Sustituta Colpensiones 














































